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                 v. 

 
CARLOS MARTÍNEZ 
ROMÁN 

          
Apelante 

 
 

 
 
KLAN201600239 

 
cons. 

 
KLAN201600942 

 
Apelación 

procedente del 
Tribunal de Primera  
Instancia, Sala de 

Ponce 
 

Caso Núm.  
JVI2015G00001; 
JLA2015G0019 

 
Sobre: 

Art. 190, Art. 157 CP 
Art. 95 CP y Art. 5.05 
Ley de Armas 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, el Juez 

Flores García y el Juez Sánchez Ramos.   
 
 

S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

I. 

El 9 de noviembre de 2015 el Sr. Carlos G. Martínez Román 

fue hallado culpable del delito de Homicidio, según tipificado en el 

Código Penal de Puerto Rico y de infringir el Art. 5.05 de la Ley de 

Armas de Puerto Rico. El 28 de diciembre de 2015 el Tribunal de 

Primera Instancia lo sentenció a tres años de cárcel por infracción 

a la Ley de Armas. En dicha Sentencia consignó que “[p]or 

disposición del Art. 7.03 de la Ley de Armas se imponen tres (3) 

años de cárcel adicionales, consecutivos con los anteriores.”. En 

cuanto al delito de Homicidio, en corte abierta el Foro sentenciador 

lo condenó a 15 años de reclusión. Sin embargo, en la Sentencia 

escrita se reprodujo el mismo lenguaje utilizado para agravar la 

pena de la infracción a la Ley de Armas. Esto es: “Por disposición 

del Art. 7.03 de la Ley de Armas se imponen tres (3) años de cárcel 

adicionales, consecutivos con los anteriores.”.  
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El 12 de enero de 2016 Martínez Román presentó Moción de 

Reconsideración. Mediante Resolución dictada el 14 de enero de 

2016, notificada el 25, el Tribunal de Primera Instancia denegó la 

solicitud de Reconsideración. Aun inconforme, el 23 de febrero de 

2016 Martínez Román acudió ante nos en Apelación Criminal. 

Según su escrito, aseguró haber notificado copia del recurso a 

la Procuradora General, por correo certificado con acuse de 

recibo. 

El 8 de marzo de 2016 emitimos Resolución concediéndole a 

Martínez Román 30 días para presentar su Alegato. Indicamos que 

una vez presentado, la Procuradora General contaría con 30 días 

para presentar su oposición. El 2 de mayo de 2016 Martínez 

Román presentó su Alegato. El 12 de mayo de 2016 emitimos 

Resolución concediendo a la Procuradora General 30 días para 

presentar su Alegato en Oposición. 

En atención a esta Resolución, el 19 de mayo de 2016 la 

Procuradora General acudió ante nos mediante Moción Informativa 

y en Solicitud de Remedio. Indicó que no renunciaba a plantear 

falta de jurisdicción pues el apelante Martínez Román omitió 

notificarle copia de la Apelación Criminal que presentó el 23 

de febrero de 2016.1 Ante ello, el 20 de mayo de 2016 emitimos 

Resolución concediendo a Martínez Román, 10 días para acreditar 

haber notificado su recurso apelativo a la Procuradora General, 

según dispone la Regla 23 de nuestro Reglamento.2 

Paralelamente al trámite apelativo, y sin que ninguna de las 

partes informara a este Foro de apelaciones, el 3 de junio de 2016 

el Ministerio Público presentó ante el Tribunal de Primera 

                                                 
1 Acompañó con su Moción una Certificación de la División de Archivo y 

Correspondencia de la Oficina de la Procuradora General, acreditando que no se 

había recibido el recurso. 
2 El 31 de mayo de 2016, la Procuradora General solicitó se le relevara del 

término que le habíamos concedido para presentar su alegato en oposición 
hasta que el Apelante Martínez Román, acreditara haberle notificado el recurso 
de Apelación. El 8 de junio de 2016, emitimos Resolución concediendo dicha 

solicitud de relevo de término. 
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Instancia Moción Urgente Solicitando Vista Especial sobre 

Aclaración de Sentencia. Solicitó se modificara la Sentencia para 

eliminar los tres años adicionados al amparo del Art. 7.03 de la Ley 

de Armas, a los 15 años impuestos por la pena del delito de 

Homicidio. El 6 de junio de 2016 el Tribunal de Primera 

Instancia accedió al pedido del Ministerio Público y emitió 

Sentencia Enmendada en el caso de caso de Homicidio. 

Martínez Román solicitó también se enmendara la Sentencia en el 

caso por infracción al Art. 5.05 de la Ley de Armas, pero el 

Tribunal de Primera Instancia denegó su Solicitud en Corte Abierta. 

El 13 de junio de 2016 emitimos Resolución imponiendo al 

Representante Legal de Martínez Román una sanción de $200 por 

incumplir con nuestra Orden para que acreditara haber notificado 

su Apelación Criminal a la Procuradora General. Le advertimos que 

si en el término perentorio concedido no acreditaba la aludida 

notificación, desestimaríamos el Recurso por violación a la Regla 

23-B de nuestro Reglamento. Además ordenamos que se notificara 

la Resolución al sentenciado. 

En lugar de cumplir con nuestra Orden, el 23 de junio de 

2016 Martínez Román presentó Apelación Criminal Enmendada. A 

esta le fue asignado el número KLAN201600878. Debido a que 

presentó su Apelación Criminal Enmendada como un nuevo 

recurso apelativo, el 30 de junio de 2016 ordenamos su desglose y 

que se uniera al expediente de la Apelación original cuyo número 

alfanumérico es KLAN201600239. 

Así las cosas, el 6 de julio de 2016 Martínez Román presentó 

otra Apelación Criminal a la cual se le asignó el número 

KLAN201600942. El 11 de julio de 2016 emitimos Resolución 

concediendo a la representación legal de Martínez Román 10 días 

para que mostrara causa por la cual no debíamos desestimar el 

recurso, y le impusimos una segunda sanción de $500. Otra vez 
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ordenamos se notificara nuestra Resolución al sentenciado 

Martínez Román. 

El 26 de julio de 2016 compareció Martínez Román mediante 

Escrito Mostrando Causa e Informando. Explicó que el 30 de junio 

de 2016 presentó Escrito Mostrando Causa e Informando, por 

medio del cual nos advirtió que el Tribunal de Primera Instancia 

había dictado Sentencia Enmendada el 6 de junio de 2016. Según 

Martínez Román, por razón de haberse emitido dicha Sentencia 

Enmendada, procedió a radicar la Apelación Enmendada y 

notificarle la misma a la Procuradora General el 20 del mismo mes. 

Nos indicó además, que en vista de que el Tribunal de Primera 

Instancia había emitido la mencionada Sentencia Enmendada, 

resultaba académico el asunto de la notificación de la Apelación 

original a la Procuradora General.3  

Por las razones que discutiremos a continuación, 

desestimamos la Apelación Criminal presentada el 23 de febrero de 

2016 por falta de jurisdicción. Igual derrotero siguen los recursos 

posteriormente incoados por Martínez Román. Elaboremos. 

II. 

Todo dictamen emitido por el Tribunal de Primera Instancia 

en el curso del proceso judicial es revisable por este Tribunal, bien 

sea por apelación o por certiorari.  La apelación, la revisión y el 

derecho a acudir a un foro de mayor jerarquía es parte 

fundamental de nuestro sistema de enjuiciamiento.  Como Foro 

Apelativo rogado, para resolver las controversias surgidas en los 

diferentes procesos judiciales, las partes que tengan interés y 

derecho tienen que solicitar nuestra intervención, mediante la 

                                                 
3 El 5 de agosto de 2016, compareció la Procuradora General mediante Alegato 

del Pueblo. Las causas del epígrafe dimanan de un mismo litigio ante el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Ponce, Caso Núm. JVI2015G0001 y 

JLA2015G0019.  La consolidación, de ordinario, procede ante el caso de mayor 
antigüedad, por lo que ordenamos la consolidación del caso KLAN201600942 al 

expediente KLAN201600239. 
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presentación oportuna de los diferentes recursos en alzada 

provistos por ley.   

La apelación, dispuesta por el Art. 4.006 (a) de la Ley de la 

Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003, uno 

de los remedios procesales mediante el cual un tribunal de mayor 

jerarquía puede corregir errores cometidos por un tribunal inferior, 

será presentada dentro del término jurisdiccional de treinta (30) 

días, a partir del archivo en autos de copia de la notificación de la 

sentencia. La Regla 23 (A) de nuestro Reglamento establece que 

“[l]a apelación de cualquier sentencia final dictada en un caso 

criminal originado en el Tribunal de Primera Instancia se 

presentará dentro del término de treinta (30) días siguientes a la 

fecha en que la sentencia haya sido dictada.”4 Advierte dicha Regla 

que el “término es jurisdiccional, pero si dentro del término 

indicado se presentare una moción de nuevo juicio fundada en las 

Reglas 188(e) y 192 de Procedimiento Criminal, o una moción de 

reconsideración fundada en la Regla 194 de Procedimiento 

Criminal, según enmendada, el escrito de apelación podrá 

presentarse dentro de los treinta (30) días siguientes a aquél en 

que se notificare al acusado(a) la orden del tribunal denegando la 

moción de nuevo juicio o adjudicando la moción de 

reconsideración.” 

Los términos para revisar sentencias, no importa su 

naturaleza civil o penal, establecen el marco temporal de nuestra 

jurisdicción, por lo que la presentación de un recurso habiendo 

expirado el término jurisdiccional para hacerlo, nos priva de 

facultad para considerarlo.5 Este requisito temporal, como cuestión 

relacionada a la jurisdicción de un tribunal, por ser privilegiada, 

debe resolverse con preferencia sobre cualquiera otras. En tal 

                                                 
4 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 23 (A). 
5 Empress Hotel, Inc., v. Acosta, 150 DPR 208 (2000); Pueblo v. Miranda Colón, 

115 DPR 511, 513 (1984). 
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sentido, los tribunales apelativos tenemos el deber ministerial de 

velar por nuestra jurisdicción, sin discreción para arrogársela 

cuando no la tengamos.  En  Pueblo v. Miranda Colón, 115 DPR 

511, 513, (1984), se resolvió que “[l]os términos para apelar 

sentencias, sean penales o civiles, y para recurrir sentencias 

dictadas en causas civiles, son fijados por ley para conferir 

jurisdicción al tribunal apelativo...  Un término jurisdiccional no 

puede ser, por tanto, prorrogado por el tribunal apelativo pues tal 

acción sería en exceso de la autoridad conferídale por ley.” 

En cuanto al procedimiento para formalizar un recurso de 

apelación en un caso criminal, la Regla 194 de las de 

Procedimiento Criminal6 establece, en lo pertinente, que “[e]l 

apelante o peticionario deberá notificar al fiscal y al 

Procurador General la presentación del escrito de apelación... 

dentro del término para presentar tal… recurso”.  Asimismo, el 

(B) de la mencionada Regla 23 de nuestro Reglamento dispone: 

La notificación de la presentación del escrito de 

apelación al (a la) Fiscal de Distrito y al Procurador(a) 
General, se efectuará mediante entrega personal, o por 
correo certificado con acuse de recibo o mediante un 

servicio similar de entrega por compañía privada con 
acuse de recibo, dentro del término de treinta (30) 

días dispuesto para la presentación del recurso, 
siendo éste un término de cumplimiento estricto.7 

 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que las 

citadas Reglas 194 de las de Procedimiento Criminal y 23 (B) de 

nuestro Reglamento requieren que la persona que presenta una 

apelación criminal la notifique al Fiscal de Distrito y al Procurador 

General dentro del término jurisdiccional establecido para instar la 

apelación.8 El término fijado en la citada Regla 23 (B) para notificar 

al Procurador General el recurso de apelación es uno de 

cumplimiento estricto, por lo que puede ser prorrogado por justa 

                                                 
6 34 LPRA Ap. II, R. 194, 
7 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 23 (B). 
8 Pueblo v. Colón Canales, 152 DPR 284 295 (2000). 
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causa.9 Ello significa que podemos permitir un cumplimiento 

tardío cuando en efecto exista una causa justificada para la 

tardanza y la parte exprese detalladamente las razones para la 

dilación.10   

De no existir la justa causa, este Tribunal carece de 

discreción para prorrogar el término, y por ende, acoger el recurso 

de apelación ante su consideración.11 Es importante recordar que 

no hay un derecho constitucional de apelación en un caso 

criminal, sino un privilegio estatutario que está disponible para los 

que cumplen con los requisitos establecidos en las leyes y las 

reglas que lo regulan.12     

III. 

En el presente caso el apelante Martínez Román instó su 

Apelación Criminal el 23 de febrero de 2016 y a pesar de haber 

consignado que notificó el mismo a la Procuradora General, nunca 

nos acreditó fehacientemente haberlo hecho. Aun después de que 

la Procuradora General nos advirtiera de la omisión del apelante en 

notificarle el recurso, éste nunca nos evidenció haberle notificado 

el recurso al apelado y mucho menos, arguyó excusa alguna para 

su omisión. Del expediente tampoco surge razón alguna para 

justificar tal incumplimiento. Ello así, no habiéndose notificado el 

mismo conforme a derecho y, a falta de justa causa para ello, 

procede su desestimación por falta de jurisdicción. 

Ahora bien, Martínez Román alega que el asunto de la 

notificación de su primera Apelación Criminal advino académico en 

tanto y en cuanto el Tribunal de Primera Instancia había emitido 

una Sentencia Enmendada en virtud de la cual presentó una nueva 

Apelación. No tiene razón. 

                                                 
9 Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR 560, 564 (2000). 
10 García Ramis v. Serrallés, 171 DPR 250, 253 (2007). 
11 Pueblo v. Colón Canales, supra, págs. 254-255. 
12 Pueblo v. Esquilín Díaz, 146 DPR 808, 816 (1998). 
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La Regla 185 de Procedimiento Criminal13 establece las 

normas de cómo y cuándo el Tribunal de Primera Instancia puede 

corregir o modificar una sentencia. Dispone: 

(a) Sentencia ilegal; redacción de la sentencia. -El 

tribunal sentenciador podrá corregir una sentencia 
ilegal en cualquier momento. Asimismo podrá, por 
causa justificada y en bien de la justicia, rebajar una 

sentencia dentro de los noventa (90) días de haber sido 
dictada, siempre que la misma no estuviere pendiente 

en apelación, o dentro de los sesenta (60) días después 
de haberse recibido el mandato confirmando la 
sentencia o desestimando la apelación o de haberse 

recibido una orden denegando una solicitud de 
certiorari. 

 
(b) Errores de forma.- Errores de forma en las 
sentencias, órdenes u otros documentos de los autos 

y errores en el expediente que surjan por la 
inadvertencia u omisión podrán corregirse por el 
tribunal en cualquier momento, y luego de 

notificarse a las partes, si el tribunal estimara 
necesaria dicha notificación. 

 
En este caso, evidentemente la Sentencia dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia agravó por error o inadvertencia --

posiblemente clerical--, la pena correspondiente al delito de 

Homicidio del Código Penal, con un agravante aplicable a las 

violaciones a la Ley de Armas. Al examinar las Sentencias dictadas 

originalmente, notamos que en la parte dispositiva en cuanto a la 

infracción a la Ley de Armas, correctamente incluyó el agravante 

del Art. 7.03,14 aplicable a casos como el presente, en el que el 

arma de fuego utilizada ilegalmente ocasionó daño físico. Sin 

embargo, aunque en corte abierta el Juez dictó correctamente la 

sentencia por el delito de Homicidio,15 al trasladarse a escrito la 

                                                 
13 34 LPRA Ap. II, R. 185. 
14 Establece, en su parte pertinente: 

[…] 

Todas las penas de reclusión que se impongan bajo esta Ley serán 

cumplidas consecutivamente entre sí y consecutivamente con las 
impuestas bajo cualquier otra ley. Además, si la persona hubiere sido 

convicta anteriormente por cualquier violación a esta Ley o por 

cualquiera de los delitos especificados en el Artículo 2.11 de esta Ley o 

usare un arma en la comisión de cualquier delito y como resultado 

de tal violación alguna persona sufriera daño físico o mental, la pena 

establecida para el delito se duplicará. 
15 Véase: Minuta de 28 de diciembre de 2015. U.S. v. Slanina, 359 F.3d 356 

(2004). Conviene indicar, que a pesar de que inadvertidamente se reprodujo el 
agravamiento de la pena correspondiente a la Sentencia por Ley de Armas en la 
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misma, inadvertida o erróneamente, se reprodujo el lenguaje del 

Art. 7.03 de la Ley de Armas, que solo agrava las infracciones de 

dicho estatuto.  

Lo anterior sin duda, se trató de un mero error de forma que 

el Foro sentenciador podía corregir en cualquier momento, 

independientemente se hubiera interpuesto oportuna apelación, 

según establecido en el inciso (b) de la Regla 185 de Procedimiento 

Criminal antes citada.16 No se trató aquí de una solicitud de 

modificación de sentencia para que se redujeran sus términos, 

como ocurrió en Pueblo v. Silva Colón,17 sino de la petición del 

Ministerio Público para que el Tribunal de Primera Instancia 

aclarara que el agravante del Art. 7.03 de la Ley de Armas fue 

impuesto por error en la Sentencia correspondiente al delito de 

Homicidio. Siendo el error cometido en la Sentencia dictada en el 

cargo por Homicidio uno clerical o de forma, su corrección y re-

notificación por parte del Tribunal de Primera Instancia en nada 

alteró el término jurisdiccional de 30 días que tenía Martínez 

Román para acudir en apelación ante nos, y notificar su recurso 

dentro del mismo término a la Procuradora General.18 

Como adelantamos, aunque Martínez Román instó su 

Apelación Criminal oportunamente, nunca acreditó haberla 

notificado a la Procuradora General en el término legal que tenía 

para ello. Su omisión nos privó de jurisdicción para atender su 

recurso. Luego, tras ser enmendada la Sentencia dispositiva del 

cargo de Homicidio, Martínez Román no tuvo el beneficio de un 

nuevo término para apelar. De nuevo, la Sentencia enmendada 

                                                                                                                                     
Sentencia por el delito de Homicidio, Martínez Román nunca estuvo expuesto a 

cumplir en exceso la pena dispuesta para el delito de Homicidio. Simplemente, 

dicho agravamiento era inaplicable y por tanto, no podía ejecutarse. 
16 Véase: U.S. v. Finley, 600 Fed. Appx. 964 (2015); U.S. v. Chapman, 345 F.3d 

630 (2003); U.S. v. Rivera-Sanchez, 222 F.3d 1057, 1063 (2000); U.S. v. Nichols, 
169 F.3d 1255, 1270 (1999); U.S. v. Garcia, 617 F.2d 1176 (1980); U.S. v. 

Johnson, 588 F.2d 961 (1979); U.S. v. Blackwell, 515 F.2d 125 (1975).  
17 Pueblo v. Silva Colón, 184 DPR 759 (2012). 
18 Véase: Velez v. AAA, 164 DPR 772 (2005); S.L.G. Coriano –Correa v. K-Mart 
Corp., 154 DPR 523 (2001). 
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mediante la cual se subsanó el error de forma, no tuvo el efecto de 

reanudar el término de 30 días que tenía para apelar desde que se 

emitió la Sentencia original. 

IV. 

Por todo lo anterior, desestimamos la Apelación Criminal 

incoada el 23 de febrero de 2016 por falta de jurisdicción, pues la 

misma no fue notificada a la Procuradora General dentro del 

término que se tenía para ello. De igual forma se desestiman las 

apelaciones enmendadas instadas el 23 de junio de 2016 y el 6 de 

julio de 2016, respectivamente. Ambas fueron presentadas 

transcurrido el término jurisdiccional de 30 días que Martínez 

Román tenía para acudir en revisión de su Sentencia, dictada el 28 

de septiembre de 2015. 

Finalmente, dejamos sin efecto las sanciones económicas 

impuestas a la representación legal del apelante Martínez Román, 

por no comparecer a acreditar haber notificado el recurso a la 

Procuradora General. Consideramos que su incumplimiento 

obedeció a un error en la interpretación y aplicación de las 

disposiciones legales y reglamentarias, y no a una conducta 

contumaz de desatender nuestras Órdenes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


